
Quienes creemos en el referéndum y consulta popular como mecanismos 
democráticos capaces de complementar las limitaciones del sistema 
representativo, vimos en su implementación en la Constitución del Ecuador del 
2008, un avance importante hacia la construcción de una democracia más 
participativa. En esta línea, apoyamos también la consagración de un nuevo 
sistema de controles interinstitucionales, el cual, más allá de sus limitaciones, 
abrió camino para que la ciudadanía pueda tener un rol activo en los procesos 
de selección y vigilancia de las distintas autoridades de control del Estado.

Al mismo tiempo, consideramos que reconocer al Ecuador como un Estado 
constitucional de derechos y justicia, implica necesariamente destacar la 
importancia de la figura del control previo de constitucionalidad previsto en su 
norma fundamental como una garantía ante posibles excesos o manipulaciones 
en la instrumentación de estos mecanismos de democracia directa.
 
En este contexto vemos con gran preocupación el referéndum y consulta popular 
convocados por el actual presidente del Ecuador, Lenin Moreno Garcés, para el 
próximo 4 de febrero. Consideramos que la omisión del filtro de control previo 
de constitucionalidad ha dado paso a la formulación de preguntas que podrían 
lesionar el modelo de Estado constitucional y democrático vigente. El uso de 
estos mecanismos con el objetivo de bloquear un proyecto político que fue 
mayoritario durante la última década en el Ecuador, significa una grave 
vulneración del principio de pluralismo sobre el que se asientan nuestros 
regímenes democráticos contemporáneos.

En esencia, expresamos nuestra preocupación sobre los efectos nocivos que 
sobre el régimen político poseen:

Por lo dicho anteriormente, consideramos de vital importancia:

La concentración del poder en manos del ejecutivo: La pregunta 3 
por la cual se pretende dar por finalizado el periodo constitucional de los 
actuales miembros del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, y 
al mismo tiempo designar un Consejo transitorio elegido a partir de una terna 
establecida de forma exclusiva por el ejecutivo, significa un grave atentado a 
la división de poderes y por tanto al Estado de derecho en el país. A su vez, 
otorgar facultades a este consejo transitorio para evaluar y destituir 
autoridades como el Procurador General, Fiscal General, Contralor, Consejo 
Nacional Electoral, Consejo de la Judicatura y la Corte Constitucional, 
representa de modo ostensible un mecanismo de concentración de poder.

La omisión del filtro de constitucionalidad con el objetivo de 
restringir el campo político: La pregunta 2, por la cual se busca dejar 
sin efecto la postulación indefinida, entra en conflicto con la sentencia Nº 
001-14-DRC-CC de la Corte Constitucional del Ecuador, en la que se 
establece que esta limitación afecta los derechos de participación, tanto 
del candidato a presentarse, como de la ciudadanía para poder 
pronunciarse sobre esa candidatura. Por tanto, esta pregunta podría 
implicar una restricción de derechos, la cual, tal como lo determina la 
Constitución, solo puede llevarse a cabo mediante una Asamblea 
Constituyente, y no por medio de un referéndum. Consideramos además 
que las frases: “para garantizar el principio de alternabilidad” y 
“recuperando el mandato de la Constitución de Montecristi”, usadas en la 
referida pregunta, no cumplen con el requisito de lenguaje valorativamente 
neutro y sin carga emotiva, fundamental para la garantía de la plena 
libertad del elector.

La obstrucción de los debates políticos significativos: Al incluir 
preguntas vinculadas a temas penales de amplia cobertura mediática, se 
pone en peligro el desarrollo de las necesarias discusiones sobre las 
consecuencias institucionales y democráticas de las preguntas referidas en 
los puntos anteriores, privando de esta forma a los electores de elementos 
fundamentales para la libre deliberación de su voto.
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